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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires
D-1288/14-15

PROYECTO DE RESOLUCION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Artículo 1: Modifícanse los artículos 46, 48 y 81 del Capítulo VII del reglamento interno de esta H. Cámara, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

Artículo 46.- Las comisiones permanentes de la Cámara tendrán las siguientes denominaciones:

1. Asuntos Constitucionales y Justicia.

2. Presupuesto e Impuestos.

3. Legislación General.

4. Salud Pública.

5. Educación.

6. Ciencia y Técnica.

7. Trabajo.

8. Asuntos municipales.

9. Previsión y Seguridad Social.

10. Políticas Sociales.

11. Derechos Humanos.

12. Obras y Servicios Públicos.

13. Derechos del Usuario y el Consumidor.

14. Industria y Minería.

15. Energía y Combustibles.

16. Niñez, Adolescencia, Familia y Mujer.

17. Asuntos Agrarios.

18. Ecología y Medio Ambiente.

19. Intereses Marítimos, Portuarios y Pesca.

20. Asuntos del Conurbano.

21. Asuntos Regionales y del Interior.

22. Asuntos Culturales.

23. Comercio Exterior.

24. Transporte.
25. Turismo y Deporte.

26. Tierras y Organización Territorial.

27. Seguridad y Asuntos Penitenciarios.

28. Prevención de las Adicciones.

29. Asuntos Cooperativos y Vivienda.

30. Producción y Comercio Interior.

31. Reforma Política y del Estado.

32. Derechos de las Personas con Discapacidad.

33. Mercosur.

34. Juventud.

35. Igualdad Real de Oportunidades y Trato.

36. Asociaciones, Federaciones y Colegios Profesionales.

37. Relaciones Parlamentarias.

38. Labor Parlamentaria.

Artículo 48.- Las comisiones se compondrán de la siguiente manera: 

Asuntos Constitucionales y Justicia y Presupuesto e Impuestos: quince (15) miembros. 
Legislación General; Salud Pública; Educación; Obras y Servicios Públicos y Asuntos Agrarios: trece (13) miembros. 
Asuntos municipales; Ecología y Medio Ambiente; Intereses Marítimos, Portuarios y Pesca; Seguridad y Asuntos Penitenciarios: once (11) miembros. 

Trabajo, Energía y Combustibles; Niñez, Adolescencia, Familia y Mujer; Producción y Comercio Interior; Reforma Política y del Estado; Derechos de las Personas con Discapacidad; Mercosur y Relaciones Parlamentarias: nueve (9) miembros. 
Ciencia y Técnica; Previsión y Seguridad Social; Políticas Sociales; Derechos Humanos; Derechos del Usuario y el Consumidor; Industria y Minería; Asuntos del Conurbano; Asuntos Regionales y del Interior; Asuntos Culturales; Comercio Exterior; Transporte; Turismo y Deporte; Tierras y Organización Territorial; Prevención de las Adicciones; Asuntos Cooperativos y Vivienda; Juventud; Igualdad Real de Oportunidades y Trato; y Asociaciones, Federaciones y Colegios Profesionales: siete (7) miembros. 
La Comisión de Labor Parlamentaria se integrará con los presidentes de bloques que forman la Cámara.
Artículo 81.- Corresponde a la Comisión de Derechos de las Personas con Discapacidad: dictaminar sobre todo asunto o proyecto relacionado con la protección integral, la rehabilitación, educación y capacitación en establecimientos especiales, con su equiparación, inserción social, laboral y con la toma de conciencia respecto de los deberes de solidaridad y con todo asunto relacionado con la materia.
Articulo 2.- De forma
FUNDAMENTOS

El presente proyecto de resolución tiene como objetivo modificar el reglamento de la H. Cámara de Diputados, con la intención de cambiar la denominación actual de la Comisión de Capacidades Diferentes, por la de Comisión de Derechos de las Personas con Discapacidad.

El cambio que se propone tiene sustento en el enfoque que adopta la Convención Internacional por los Derechos de las Personas con Discapacidad, celebrada el 13 de diciembre de 2006 en la sede de las Naciones Unidas en Nueva York, que dispuso que el término adecuado para referirse a este grupo de la población sea “Personas con Discapacidad”.
La Convención marca un cambio de paradigma en el trato que reciben las personas con discapacidad al pasar de una perspectiva médica o caritativa a la aplicación de un enfoque de derechos humanos que permite garantizar que las personas con discapacidad tengan acceso a las decisiones que afectan su vida y puedan participar en ellas, así como procurar la reparación de la violación de sus derechos.

Puede suceder que a una persona con discapacidad se le considere como tal en una cierta sociedad o ambiente, pero no en otra. En la mayoría de las partes del mundo existen estereotipos y prejuicios arraigados y persistentes de carácter negativo contra las personas que poseen ciertas condiciones y diferencias. Estas actitudes determinan a quién se considera persona con discapacidad y perpetúan la imagen negativa que de ellas se tiene. Las palabras que se utilizan para referirse a las personas con discapacidad influyen en gran medida en la creación y persistencia de estereotipos negativos. Expresiones como “tullido” o “retrasado mental” son claramente peyorativas. Otras expresiones, como por ejemplo “confinado en una silla de ruedas”, destacan la discapacidad más bien que la persona. Es una realidad que, a lo largo de la historia, con frecuencia la sociedad no ha empleado los términos que las propias personas con discapacidad usan para definirse a sí mismas, o las han obligado a definirse utilizando palabras con las que se sienten incómodas.

Los redactores de la Convención vieron con claridad que la discapacidad debe considerarse como el resultado de la interacción entre la persona y su entorno, que la discapacidad no es algo que radique en la persona como resultado de alguna deficiencia. La Convención reconoce que la discapacidad es un concepto en evolución y que la legislación puede adaptarse para incorporar los cambios positivos que ocurran en la sociedad.

El enfoque de la discapacidad que adopta la Convención hace también hincapié en los efectos apreciables que las actitudes y los obstáculos físicos de la sociedad pueden ejercer en el goce de los derechos humanos por las personas con discapacidad. Dicho de otro modo, una persona en silla de ruedas puede tener dificultades para utilizar el transporte público o conseguir empleo, no por razón de su condición, sino porque existen obstáculos ambientales, como pueden ser autobuses inaccesibles o escaleras en el lugar de trabajo que le impiden el acceso.

Del mismo modo, un niño o niña que tenga una discapacidad intelectual puede tener dificultades en la escuela debido a las actitudes de los maestros hacia él o ella, juntas escolares inflexibles y, posiblemente, padres que no pueden adaptarse a alumnos con capacidad distinta de aprendizaje. Por consiguiente, es de vital importancia modificar las actitudes y entornos que dificultan a las personas con discapacidad participar plenamente en la sociedad y ejercer sus derechos.
Las obligaciones que se estipulan en la mencionada Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo facultativo, han sido incorporadas por nuestro país a través de la Ley Nacional 26.378, configurando una herramienta jurídica que podrá ser invocada como derecho interno.

Nuestra Provincia, recogiendo los nuevos paradigmas antes mencionados ha sancionado la Ley 14.519, que en su artículo 1 establece la supresión de toda frase o expresión, que por su significación, connotación o anacronismo puedan ser discriminatorios, estigmatizantes y/o inapropiados, de los términos que se refieren al colectivo vinculado a la discapacidad, debiendo ser el de “personas con discapacidad” la correcta denominación para referirse a las mismas. 
Por lo expuesto precedentemente, y con el objeto de adecuar las normas del Reglamento Interno de esta H. Cámara a los estándares de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, es que solicito a los señores diputados acompañen con su voto la presente iniciativa.
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